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Opinión

Empleo en La Araucania: avances
que obligan a redoblar el esfuerzo

René Saffirio, Gobernador de
La Araucanía

Los resultados del mer-
cado laboral en La Arau-
canía durante el trimes-
tre octubre-diciembre de
2025 entregan una señal
positiva que debe ser leí-
da con cautela y sentido
de responsabilidad. La tasa
de desocupación regional
descendió a 7,5%, dos pun-
tos menos que en igual pe-
ríodo del año anterior, per-
mitiendo que la región se
ubicara bajo el promedio
nacional, un hecho poco
frecuente en nuestra histo-
ria reciente.

Este avance no obedece
a una sola causa ni admi-
te lecturas simplistas. Es

el resultado de una com-
binación de factores: una
mayor participación la-
boral, la recuperación de
sectores relevantes de la
economía regional, el es-
fuerzo del mundo privado,
el trabajo de los servicios
públicos y una orientación
más estratégica de la inver-
sión pública. En conjunto,
estos elementos permitie-
ron reducir en casi nueve
mil personas el número de
desocupados y aumentar
en más de 18 mil el total
de personas ocupadas en
la región.

Desde el Gobierno Re-
gional asumimos un rol

articulador, promoviendo
políticas públicas que bus-
can dinamizar la economía
y alinear recursos hacia
iniciativas con impacto en
empleo y desarrollo pro-
ductivo. Este trabajo se
alinea con la Estrategia Re-
gional de Desarrollo 2040,
que no solo apunta al cre-
cimiento, sino también a
corregir brechas históricas
y avanzar hacia un empleo
más estable, formal y con
protección social.

Si bien es relevante el cre-
cimiento del empleo for-
mal y la mejora observada
en el empleo femenino, la
informalidad sigue siendo

uno de los principales de-
safíos estructurales de La
Araucanía. Mantener una
de las tasas más altas del
país nos obliga a profundi-
zar las políticas de apoyo
productivo, capacitación y
formalización laboral.

Las cifras actuales son
alentadoras, pero no de-
finitivas. Consolidar esta
tendencia requiere coor-
dinación público-privada,
inversión sostenida y una
mirada de largo plazo. El
desafío nuestro es claro:
transformar estos avances
en oportunidades labora-
les duraderas para las fa-
milias de la región.

Seguridad, cultura y la
incoherencia del discurso público

Javiera Paz Riesco Roa

Psicóloga y Directora Artística

Uno de los principales
ejes discursivos de las
campañas políticas con-
temporáneas ha sido la
promesa de erradicar
la delincuencia. La se-
guridad se instala como
prioridad nacional, re-
gional y comunal; se
comprometen recursos,
se fortalecen institucio-
nes asociadas y se arti-
culan discursos orienta-
dos a recuperar el orden
y la sana convivencia
social. Sin embargo, re-
sulta legítimo pregun-
tarse por la coherencia
de este relato cuando,

ya en pleno ejercicio del observa una validación
poder local, muchas de
estas mismas autoridades
cierran aniversarios co-
munales, actividades de
verano u otras instancias
financiadas con recursos
públicos recurriendo a
espectáculos protagoniza-
dos por artistas urbanos
cuyas letras normalizan y
en algunos casos glorifi-
can el delito como forma
de subsistencia.

No se trata de un debate
sobre censura artística ni
de una descalificación del
arte urbano como expre-
sión cultural. El punto de
fondo es otro: la incohe-
rencia entre el discurso
político de seguridad y
las señales simbólicas
que transmiten al validar,
mediante contratación y
tribuna institucional, na-
rrativas que romantizan
el robo, el narcotráfico, el
uso de armas y la vida al
margen de la ley.

En muchas de estas ex-
presiones artísticas, el
delito no aparece como
un fenómeno problemáti-
co o socialmente dañino,
sino como una respues-
ta legítima a la pobreza o
la exclusión. Más aún, se

simbólica de figuras como
el "narco" o el "bandido",
presentadas como mode-
los de éxito económico,
poder y reconocimiento
social. El mensaje implíci-
to es claro: el ascenso ma-
terial y el respeto pueden
lograrse de forma rápida
por vías ilegales, despla-
zando la responsabilidad
individual y atribuyendo
la conducta delictiva ex-
clusivamente al sistema,
al Estado o a las institu-
ciones.

Desde la psicología so-
cial y la criminología, este
tipo de narrativa configu-
ra lo que se conoce como
un locus de control ex-
terno: la idea de que los
actos individuales no son
consecuencia de decisio-
nes personales, sino de
fuerzas estructurales in-
modificables. Cuando esta
lógica se repite y se valida
culturalmente, se debilita
el principio de responsa-
bilidad personal, elemen-
to central de cualquier po-
lítica seria de prevención
del delito, incluso uno de
los ejes centrales en los
procesos de reinserción
social.

La incongruencia se
vuelve aún más evidente
cuando se contrasta con
el esfuerzo de las institu-
ciones de seguridad, que
invierten recursos huma-
nos y financieros signi-
ficativos en la reducción
de la delincuencia y la
protección de la ciudada-
nía. ¿ Qué señal se envía
cuando, tras campañas
centradas en el combate
al crimen, el cierre sim-
bólico de una gestión o
celebración comunal se
realiza mediante espectá-
culos que relativizan o le-
gitiman la violencia? ¿ En
qué quedamos, entonces:
erradicamos la delincuen-
cia o la validamos cultu-
ralmente?

Algunos sostendrán que
la música no delinque y
que escuchar determi-
nadas letras no convier-
te a nadie en criminal. Y
es cierto: no existe una
relación causal directa
entre consumo cultural
y conducta delictiva. Sin
embargo, el debate no es
causal, sino simbólico. Las
instituciones públicas no
son un actor neutral en
la construcción de signi-
ficados sociales. Aquello

que se financia con fondos
públicos, se celebra y se
aplaude adquiere legiti-
midad cultural.

No se trata de excluir ni
estigmatizar, sino de ejer-
cer criterio. De compren-
der que la política cultural
también comunica valo-
res, límites y prioridades.
De asumir que no todo lo
popular es automática-
mente coherente con los
objetivos estratégicos del
país o de una comuna. Y,
sobre todo, de reconocer
que las palabras, incluidas
las imágenes, los escena-
rios y los aplausos, cons-
truyen realidades.

Porque, en definitiva,
financiar con recursos
públicos la inversión en
seguridad y protección
ciudadana al mismo tiem-
po que se financia la ro-
mantización de la delin-
cuencia es borrar con el
codo lo que se escribe con
la mano. Una política pú-
blica que no alinea discur-
so, acción y símbolos ter-
mina debilitando aquello
que dice querer proteger:
la sana convivencia, la res-
ponsabilidad y la seguri-
dad de todos.
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